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        SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado Ponente: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, septiembre veintidós de dos mil nueve
Expediente 66001-22-13-004-2009-00097-00
Acta N° 487 de septiembre 22 de 2009
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Jorge Alonso Garrido Abad contra la Policía Nacional. 
ANTECEDENTES

Actuando en su propio nombre, Jorge Alonso Garrido Abad pide la protección de su derecho fundamental de petición, vulnerado, dice, por la Policía Nacional, ya que desde el 18 de agosto del presente año le elevó una solicitud que hasta ahora no ha sido respondida. 

Lo que pretende es, precisamente, que se le ordene a la entidad contestarle. 

Aportó con su escrito copia de la petición elevada. 

Se dispuso el trámite pertinente y se le dio traslado a la accionada para pronunciarse, a la vez que se le pidió información sobre algunos puntos esenciales para resolver la cuestión. 

La Jefe del Área Jurídica de la Policía Nacional procedió a contestar la demanda el 21 de septiembre; y aunque aparentemente lo hizo por fuera del término que se le concedió para ello, lo que tendría una especial incidencia respecto del informe que se le pidió, hay que tener en cuenta la constancia que obra a folio 11, según la cual una representante del grupo de tutelas de la institución le pidió a la Secretaría de esta Sala que le retransmitiera la documentación necesaria para conocer el contenido de la tutela, por cuanto la anterior resultó ilegible, lo que ocurrió el 17 de los corrientes y la respuesta se produjo dentro de los dos días siguientes. 
En ese escrito adujo que la acción es improcedente en vista de que el demandante no ha cumplido con la carga de probar que radicó la petición de cuya falta de respuesta se resiente, pues el documento que la contiene no registra ningún sello de recibido por parte de la Policía o del correo. 

Se procede a decidir, previas estas: 
CONSIDERACIONES

La Constitución de 1991 introdujo la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

Aquí el accionante se queja de la vulneración de su derecho de petición, consagrado como fundamental en nuestra Carta Política, y le endilga tal trasgresión a la Policía Nacional, por una omisión suya para emitir la respuesta debida a la solicitud que elevó el 18 de agosto de 2009.
En realidad, las actuaciones administrativas tienen comienzo en una petición verbal o escrita que eleve un particular, ya en su propio interés o en el general, y que demande una respuesta clara y concreta por parte del Estado en sus diferentes niveles.  Pero, es obvio, para que se abra paso tal derecho, necesariamente tiene que haberse presentado la solicitud, porque de lo contrario no podría imputársele a la autoridad respectiva que lo está vulnerando.  No puede un asociado esperar que le respondan algo sobre lo que nada ha pedido. 
 
En el caso de ahora, la Policía Nacional al responder el requerimiento que se le hizo, manifestó que el demandante no ha radicado en sus dependencias la petición fechada al 18 de agosto, cuya copia acompañó con el escrito de tutela.  Y esa afirmación corresponde a la realidad, si se tiene en cuenta que el señor Garrido Abad anunció que la envió por fax y para demostrarlo aportó la colilla de transmisión respectiva que lo que dice es que hubo un “error de comunicación”, es decir, que no se confirmó que se hubiera recibido por parte del Director General de la Policía Nacional a quien iba dirigida, o por alguno de sus dependientes en la capital de la República. No hay constancia tampoco de que la hubiera remitido por correo, o presentado personalmente.

En últimas, pues, como sostiene la accionada, no cumplió con la carga de probar que le incumbe, porque no por ser la acción de tutela breve y expedita es ajena a elementales principios como este, en el que al actor le corresponde acreditar, cuando menos, que elevó la solicitud, porque sólo así podría configurarse la vulneración de ese fundamental derecho de petición, caso de que no hubiera sido respondida en tiempo por la autoridad. 

En consecuencia, se negará el amparo impetrado. 

DECISIÓN
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NIEGA la protección del derecho fundamental de petición invocada por el señor Jorge Alonso Garrido Abad frente a la Policía nacional. 
Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión en caso de no ser impugnada. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                      CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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